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Vistos los autos: "Aranalde, Gabriel Ignacio c/ Universidad Nacional de
Rosario s/ recurso directo ley de educación superior ley 24.521".

Considerando:

1°) Que Gabriel Ignacio Aranalde interpuso el recurso directo
previsto en el art. 32 de la ley 24.521 con el objeto de que se declarara la nulidad
de las resoluciones 2272/2018 del Consejo Directivo de la Facultad de Ciencias
Médicas de la Universidad Nacional de Rosario (en adelante UNR) y 811/2018
del Consejo Superior de dicha casa de estudios. También solicitó la declaración
de inconstitucionalidad del artículo 16 de la ordenanza 525 de la UNR 

 y “Reglamento de Concursos para la Designación de Profesores” “de
cualquier norma invocada por la demandada, que autorice la designación de

.estudiantes o simples graduados como jurados en concursos docentes”

En su escrito inicial explicó que se había inscripto en el concurso
para cubrir el cargo de Profesor Adjunto de la Cátedra de Fisiología Humana y,
al notificársele la integración del Jurado, había decidido impugnarla porque
incluía un estudiante y un graduado. 

Alegó que dicha conformación contradecía lo dispuesto por el
artículo 51 de la Ley de Educación Superior 24.521 y citó jurisprudencia de esta
Corte que, a su criterio, impedía “otorgar carácter decisorio a la intervención
de estudiantes y egresados no especializados, colocándolos en un pie de
igualdad con docentes, a quienes se les exige, además, un destacado nivel

.académico para actuar como jurados”

2°) Que la Sala B de la Cámara Federal de Apelaciones de Rosario
dio intervención como terceros a los otros dos postulantes del concurso y
ordenó, como medida para mejor proveer, que la universidad demandada
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acompañara los antecedentes profesionales y académicos de los integrantes
alumno y egresado del jurado. Cumplidos dichos trámites y sobre la base de la
información obtenida, decidió rechazar el recurso directo y confirmar la
resolución 811/2018 del Consejo Superior de la UNR.

Para resolver de ese modo, partió de una exégesis del artículo 51
de la ley 24.521 según la cual “lo que la facultad y universidad deben
garantizar en cada caso es que las personas designadas como jurado reúnan las
características de idoneidad, imparcialidad y rigor académico necesario para
asegurar un correcto concurso docente universitario, de forma que todos los

 y,concursantes sean evaluados con iguales pautas y rigor académico superior”
desde esa perspectiva, evaluó las “numerosas constancias acompañadas en
forma digital, que tanto el jurado egresado como la alumna poseen las
condiciones de idoneidad y rigor académico que la norma exige para evaluar a
los concursantes a docentes universitarios. En cuanto al egresado se acreditó
que además del título de grado posee experiencia en cursos sobre fisiología
-materia que se concursa- como también formación de posgrado, capacitación
superior, experiencia docente, profesorado superior universitario, y numerosas
disertaciones y publicaciones, jornadas, cursos y congresos. Respecto a la
integrante alumna se informa que ya ha finalizado el cursado de la carrera de
grado, que posee dos títulos intermedios de Técnica en epidemiología y
Promotora de la salud, que tuvo desempeño docente como colaboradora y 

.participó de actividades de extensión universitaria y congresos”

Con dichos elementos, concluyó en que los integrantes
cuestionados por el actor cumplían con los recaudos de idoneidad, imparcialidad
y rigor académico y, por ende, con las exigencias impuestas por la Ley de
Educación Superior para formar parte del jurado del concurso docente.
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Por último, añadió que tampoco observaba “la supuesta
contradicción con el art. 51 de la ley de educación superior nro. 24.521 alegada
por el actor (…) por el hecho de integrar la Comisión Asesora con un egresado
y un alumno, toda vez que aquellos pueden emitir dictámenes sobre aspectos
diferentes y a la vez complementarios de las cualidades de los aspirantes -como
ser en el área pedagógica- sin que ello configure la supresión o

.desnaturalización de los derechos que la ley pretende asegurar”

3°) Que, contra esa decisión, la parte actora interpuso recurso
extraordinario, que fue concedido en lo referente a la interpretación de las
normas de carácter federal en juego y denegado en cuanto a la tacha de
arbitrariedad invocada.

En lo sustancial, el apelante alega que la autonomía universitaria
no habilita a las casas de estudios a dictar reglamentos que infrinjan los límites
que les impone una norma de jerarquía superior. Señala que el artículo 51 de la
Ley de Educación Superior establece que los jurados deben ser integrados con
profesores designados por concurso y deja claro que solo “excepcionalmente”
pueden incluir “personas de idoneidad indiscutible, aunque no reúnan esa
condición, que garanticen la mayor imparcialidad y el máximo rigor

. Entiende que dichas exigencias no se ven cumplidas, en loacadémico”
absoluto, con la mera circunstancia de ser graduado de la carrera, ni mucho
menos con la condición de estudiante. También aduce que la ley solo permite
incluir jurados que no sean profesores designados por concurso de modo
excepcional, y se agravia porque el reglamento de la UNR lo habilita de modo
permanente.

Para reforzar su postura, cita varios pasajes de los precedentes
“Mocchiutti” (Fallos: 320:2298) y CSJ 976/2009 (45-M)/CS1 “Ministerio de
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Educación de la Nación c/ Universidad Nacional del Noroeste de la Provincia de
Buenos Aires s/ recurso administrativo directo” (sentencia del 11 de diciembre
de 2014), de los que se desprende que resulta irrazonable equiparar a los
estudiantes y egresados no especializados con docentes designados por
concurso, a quienes se les exige, además, un destacado nivel académico para
actuar como jurados.

4°) Que el recurso es formalmente admisible toda vez que se ha
puesto en tela de juicio la validez constitucional de actos emanados de una
autoridad nacional con fundamento en la aplicación e interpretación de normas
de carácter federal (ley 24.521) y la decisión del superior tribunal de la causa ha
sido adversa a las pretensiones que la apelante funda en ellas (artículo 14,
incisos 1° y 3° de la ley 48; Fallos: 320:2298 y 330:1407).

Asimismo, es propicio recordar que, en la tarea de esclarecer la
inteligencia de normas de naturaleza federal, la Corte no se encuentra limitada
para la solución del caso por los argumentos del tribunal  ni por lasa quo
posiciones de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el
punto disputado según la interpretación que rectamente le otorgue (Fallos:
323:1491; 330:2192 y 338:628, entre muchos otros).

5°) Que, previo ingresar en el examen de la cuestión sustancial
planteada por el recurrente, corresponde formular las siguientes aclaraciones.

En primer lugar, a tenor del modo en que quedó definido el asunto,
no cabría expedirse sobre el trámite de la causa.

En segundo lugar, que la conducta del actor durante el conflicto no
puede considerarse un consentimiento de las normas que rigen el concurso
(doctrina de Fallos: 331:1715); y que la impugnación se mantuvo con claridad
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durante todo el proceso, incluso al contestar el traslado del escrito presentado
por la UNR en esta instancia.

6°) Que, en tales condiciones, procede ingresar al examen del
núcleo de la controversia, esto es, determinar si la integración del jurado del
concurso -en el que participa el actor- con un estudiante y un egresado, prevista
en el “Reglamento de Concursos para la Designación de Profesores de la UNR”
-Ordenanza 525-, resulta legítima y, en particular, si es compatible con el
artículo 51 de la Ley de Educación Superior -ley 24.521-.

Cabe mencionar que el artículo 16 de la ordenanza impugnada por
el apelante establece que “las comisiones asesoras estarán integradas por tres
(3) profesores o personas versadas en la materia, de reconocida trayectoria en
la misma, con recomendación de que por lo menos uno de ellos sea docente. El
Decano de la Facultad respectiva formulará la propuesta, facultad que tendrá
igualmente cada uno de los integrantes del Consejo Directivo. Un (1) graduado
que será designado de acuerdo con las pautas que establezca cada Facultad y
un (1) estudiante designado por el respectivo Centro de Estudiantes, que deberá
tener más de la mitad de la carrera aprobada, incluyendo la unidad pedagógica
concursada o equivalente de la misma”.

Por su parte, el artículo 51 de la Ley de Educación Superior
dispone, en lo que a este caso interesa, que “el ingreso a la carrera académica
universitaria se hará mediante concurso público y abierto de antecedentes y
oposición, debiéndose asegurar la constitución de jurados integrados por
profesores por concurso, o excepcionalmente por personas de idoneidad
indiscutible, aunque no reúnan esa condición, que garanticen la mayor

.imparcialidad y el máximo rigor académico”
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7°) Que esta Corte tiene dicho que el artículo 75, inciso 19, de la
Constitución Nacional constituye un límite a la facultad reglamentaria del
Estado, pero no desvincula a las universidades de la potestad del Congreso para 

. Con tal"sancionar leyes de organización y de base de la educación"
comprensión, si bien las universidades son autónomas para establecer las
normas y procedimientos que estimen convenientes para elegir a sus docentes,
tienen que respetar los principios organizativos de la educación superior
delineados por el legislador. Entre ellos, deben garantizar que los miembros de
los jurados encargados de evaluar los méritos y aptitudes de los postulantes a
ingresar al cuerpo docente posean la mayor imparcialidad y el máximo rigor
académico, en tanto así lo exige el artículo 51 de la ley 24.521 (ver causa CSJ
976/2009 (45-M)/CS1 “Ministerio de Educación de la Nación c/ Universidad
Nacional del Noroeste de la Provincia de Buenos Aires s/ recurso administrativo
directo”, sentencia del 11 de diciembre de 2014).

8°) Que, siguiendo tales lineamientos, el Tribunal descalificó las
previsiones de un estatuto universitario que contemplaban que los jurados para
la selección de docentes se integrarían con un estudiante.

Entendió que las normas no garantizaban que el alumno en
cuestión fuera una persona de  ya que solo se le“idoneidad indiscutible”
requerían  para integrar el jurado, tales como tener“condiciones mínimas”
aprobadas las materias del área que se concursaba. También postuló que se
trataba de una regulación incongruente y discriminatoria, pues no se exigía a
todos los integrantes del jurado el mismo nivel académico de excelencia, aunque
sí se les reconocía idéntico poder decisorio (causa CSJ 976/2009 (45-M)/CS1
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“Ministerio de Educación de la Nación c/ Universidad Nacional del Noroeste de
la Provincia de Buenos Aires s/ recurso administrativo directo”, ya citada; en
igual sentido, doctrina de Fallos: 320:2298).

9°) Que las consideraciones precedentes son plenamente aplicables
al caso bajo examen en tanto el reglamento de la UNR tampoco se encarga de
asegurar que los integrantes no docentes del jurado sean “personas de idoneidad
indiscutible (…) que garanticen la mayor imparcialidad y el máximo rigor

.académico”

En el caso de los graduados, más allá de dejar abierta la regulación
a lo que decida cada Facultad, la norma solo exige que se hayan titulado en la
institución. Esa sola circunstancia no implica que la persona tenga
conocimientos sobresalientes en el ámbito académico y, por ende, no cumple
con la exigencia legal referida. En cuanto a los estudiantes, la cuestión es aún
más clara. El hecho de haber aprobado más de la mitad de la carrera, aunque se
incluya la unidad pedagógica concursada, no alcanza para demostrar excelencia
académica ni, mucho menos, .“idoneidad indiscutible”

10) Que, en tales condiciones, el artículo 16 de la Ordenanza 525
de la UNR se revela incompatible con los principios de organización de la
educación superior fijados por la Ley de Educación Superior y, por ese motivo,
debe ser declarado ilegítimo.

11) Que no obsta a la solución propiciada el hecho de que, según
la sentencia apelada, el estudiante y el graduado designados para este concurso
cumplían con los altos estándares de conocimientos exigidos por la ley para
integrar un jurado de selección de docentes. 
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Sin perjuicio de que esa circunstancia no bastaría para sanear la
ilegitimidad del reglamento, lo cierto es que la conclusión de la Cámara Federal
no está demostrada con los elementos obrantes en la causa. Resulta dirimente
considerar que, según la ley, la integración del jurado con personas que no sean
profesores por concurso es estrictamente excepcional. También se debe ponderar
que, para esos casos, el legislador se encargó de fijar un estándar especialmente
riguroso para evaluar el nivel de conocimientos, que exige demostrar “idoneidad
indiscutible (…) que garanticen la mayor imparcialidad y el máximo rigor

.académico”

A la luz de esas directivas tan estrictas, no parece suficiente que,
respecto de la materia concursada, el graduado acredite solamente “experiencia

; ni tampoco que la integrante alumna se limite aen cursos sobre fisiología”
demostrar que ha finalizado el cursado de la carrera de grado y que posee “dos
títulos intermedios de Técnica en epidemiología y Promotora de la salud, que
tuvo desempeño docente como colaboradora y participó de actividades de

”.extensión universitaria y congresos

Por ello, oída la señora Procuradora Fiscal, se declara procedente el
recurso extraordinario y se revoca la sentencia apelada de conformidad con el
alcance que surge de los considerandos precedentes. Con costas. Vuelvan los
autos al tribunal de origen a fin de que, por quien corresponda, se dicte un nuevo
pronunciamiento con arreglo al presente. Notifíquese y, oportunamente, remítase.
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VOTO DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE DOCTOR DON CARLOS
FERNANDO ROSENKRANTZ

Considerando que:

1°) Gabriel Ignacio Aranalde se inscribió en el concurso docente
para el cargo de Profesor Adjunto de Fisiología Humana de la Facultad de
Ciencias Médicas de la Universidad Nacional de Rosario (en adelante UNR). Al
notificársele la integración de la Comisión Asesora que debía intervenir en el
concurso ejerciendo el rol de jurado, decidió impugnarla porque incluía a un
estudiante y a un graduado que no era docente. El Consejo Directivo de la
mencionada facultad rechazó la impugnación y el Consejo Superior de la UNR
confirmó esa decisión (conf. en ese orden resoluciones n° 2272/2018 y
811/2018). Entre otras razones, la UNR invocó la doctrina de los actos propios
porque al inscribirse al concurso el actor había declarado “conocer y aceptar” el
reglamento cuestionado.

2°) El actor planteó el recurso judicial previsto en el artículo 32 de
la ley 24.521 con el objeto de impugnar la validez de los actos mencionados.
También solicitó la declaración de inconstitucionalidad del artículo 16 del 

aprobado por laReglamento de Concursos para la Designación de Profesores  
ordenanza 525 de la UNR y “de cualquier norma invocada por la demandada,
que autorice la designación de estudiantes o simples graduados como jurados

.en concursos docentes”

Alegó que la conformación de la comisión asesora designada para
intervenir en el concurso docente en el que se inscribió contradecía lo dispuesto
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por el artículo 51 de la Ley de Educación Superior 24.521 y en el Convenio
Colectivo de Docentes de las Universidades Nacionales, homologado por el
decreto 1246/2015.

En tal sentido, citó jurisprudencia de esta Corte que, a su criterio,
impedía “otorgar carácter decisorio a la intervención de estudiantes y
egresados no especializados, colocándolos en un pie de igualdad con docentes,
a quienes se les exige, además, un destacado nivel académico para actuar como
jurados”.

3°) La Sala B de la Cámara Federal de Apelaciones de Rosario dio
intervención como terceros a los otros dos postulantes del concurso y ordenó,
como medida para mejor proveer, que la universidad demandada acompañara los
antecedentes profesionales y académicos del alumno y del graduado que
integraban la Comisión Asesora. Cumplidos dichos trámites, y sobre la base de
la información obtenida, decidió rechazar el recurso directo y confirmar la
resolución 811/2018 del Consejo Superior de la UNR.

Para resolver de ese modo, partió de una exégesis del artículo 51
de la ley 24.521 según la cual “lo que la facultad y universidad deben garantizar
en cada caso es que las personas designadas como jurado reúnan las
características de idoneidad, imparcialidad y rigor académico necesario para
asegurar un correcto concurso docente universitario, de forma que todos los

y,concursantes sean evaluados con iguales pautas y rigor académico superior”  
desde esa perspectiva, evaluó las “numerosas constancias acompañadas en
forma digital, que tanto el jurado egresado como la alumna poseen las
condiciones de idoneidad y rigor académico que la norma exige para evaluar a
los concursantes a docentes universitarios. En cuanto al egresado se acreditó
que además del título de grado posee experiencia en cursos sobre fisiología



 

 

FRO 91714/2018/CS1
Aranalde, Gabriel Ignacio c/ Universidad
Nacional de Rosario s/ recurso directo
ley de educación superior ley 24.521.

Corte Suprema de Justicia de la Nación
 

 
 

11

-materia que se concursa- como también formación de posgrado, capacitación
superior, experiencia docente, profesorado superior universitario, y numerosas
disertaciones y publicaciones, jornadas, cursos y congresos. Respecto a la
integrante alumna se informa que ya ha finalizado el cursado de la carrera de
grado, que posee dos títulos intermedios de Técnica en epidemiología y
Promotora de la salud, que tuvo desempeño docente como colaboradora y
participó de actividades de extensión universitaria y congresos”.

Con dichos elementos, concluyó en que los integrantes
cuestionados por el actor cumplían con los recaudos de idoneidad, imparcialidad
y rigor académico y, por ende, con las exigencias impuestas por la Ley de
Educación Superior para formar parte del jurado del concurso docente.

Por último, añadió que tampoco observaba “la supuesta
contradicción con el art. 51 de la ley de educación superior nro. 24.521 alegada
por el actor (…) por el hecho de integrar la Comisión Asesora con un egresado
y un alumno, toda vez que aquellos pueden emitir dictámenes sobre aspectos
diferentes y a la vez complementarios de las cualidades de los aspirantes -como
ser en el área pedagógica- sin que ello configure la supresión o
desnaturalización de los derechos que la ley pretende asegurar”.

4°) Contra esa decisión el actor interpuso recurso extraordinario,
que fue concedido en lo referente a la interpretación de las normas de carácter
federal en juego y denegado en cuanto a la tacha de arbitrariedad invocada, sin
que medie presentación de queja por esta cuestión.

En lo sustancial, el apelante alega que la autonomía universitaria
no habilita a las casas de estudios a dictar reglamentos que infrinjan los límites
que les impone una norma de jerarquía superior. Señala que el artículo 51 de la
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Ley de Educación Superior establece que los jurados deben ser integrados con
profesores designados por concurso y deja claro que solo “ ”excepcionalmente
pueden incluir “personas de idoneidad indiscutible, aunque no reúnan esa
condición, que garanticen la mayor imparcialidad y el máximo rigor

. Entiende que dichas exigencias no se ven cumplidas, en loacadémico”
absoluto, con la mera circunstancia de ser graduado de la carrera, ni mucho
menos con la condición de estudiante. También aduce que la ley solo permite
incluir jurados que no sean profesores designados por concurso de modo
excepcional, y se agravia porque el reglamento de la UNR lo habilita de modo
permanente.

Para reforzar su postura, cita varios pasajes de los precedentes
“Mocchiutti” (Fallos: 320:2298) y CSJ 976/2009 (45-M)/CS1 “Ministerio de 
Educación de la Nación c/ Universidad Nacional del Noroeste de la Provincia de
Buenos Aires s/ recurso administrativo directo” (sentencia del 11 de diciembre
de 2014), de los que se desprende que resulta irrazonable equiparar a los
estudiantes y egresados no especializados con docentes designados por
concurso, a quienes se les exige, además, un destacado nivel académico para
actuar como jurados.

5°) El recurso extraordinario es formalmente admisible toda vez
que se ha puesto en tela de juicio la interpretación de normas de carácter federal
(ley 24.521 y convenio colectivo) y la decisión del superior tribunal de la causa
ha sido adversa a las pretensiones que la apelante funda en ellas (artículo 14,
inciso 3° de la ley 48).

Es bueno recordar que, en la tarea de esclarecer la inteligencia de
normas de naturaleza federal, la Corte no se encuentra limitada para la solución
del caso por los argumentos del tribunal ni por las posiciones de las partes, a quo 



 

 

FRO 91714/2018/CS1
Aranalde, Gabriel Ignacio c/ Universidad
Nacional de Rosario s/ recurso directo
ley de educación superior ley 24.521.

Corte Suprema de Justicia de la Nación
 

 
 

13

sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado según la
interpretación que rectamente le otorgue (Fallos: 323:1491; 330:2192 y 338:628,
entre muchos otros).

Por el contrario, no corresponde examinar los agravios referidos a
cuestiones fácticas y probatorias —vgr. si se encuentra acreditada la idoneidad
del graduado y del alumno que integran la comisión asesora— en tanto remiten a
la causal de arbitrariedad que fue desestimada en forma expresa e inequívoca por
el superior tribunal de la causa y la demandada no ha planteado queja
cuestionando la denegación parcial. Consecuentemente, esta Corte carece de
jurisdicción para pronunciarse sobre tales planteos (doctrina de Fallos:
322:1231; 333:2208; 346:382, considerando 4°, entre otros).         

6°) En forma previa a ingresar en el examen de la cuestión
sustancial planteada por el recurrente corresponde formular las siguientes
precisiones.

Con relación a lo dictaminado por la señora Procuradora Fiscal, la
Corte carece de jurisdicción para expedirse sobre la admisibilidad de la vía
elegida por el actor porque la Cámara no trató la cuestión y la contraparte
tampoco se ha agraviado al respecto en la oportunidad pertinente (doctrina de
Fallos: 342:1434, “Equity Group” y sus citas).

En cuanto a la posición sostenida por la UNR en sede
administrativa y reiterada en sede judicial, cabe señalar que la conducta del actor
durante el conflicto no puede considerarse un consentimiento de la norma
reglamentaria cuestionada. Ello es así pues la inscripción en el concurso era la
única vía que tenía para acceder al ejercicio de la actividad docente en la UNR
(doctrina de la causa “Graduados de Ciencias Económicas”, Fallos: 311:1132,
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solución reiterada en “Mantecón Valdez”, Fallos: 331:1715). Y a ello se suma
que la impugnación se mantuvo con claridad durante todo el proceso, incluso al
contestar el traslado del escrito presentado por la UNR en esta instancia.

7°) La cuestión que esta Corte debe resolver es si resulta legítima
la integración del jurado del concurso en el que participa el actor, denominado
Comisión Asesora en el ámbito de la demandada, con un estudiante y un
egresado. Ello requiere examinar la compatibilidad del artículo 16 del 
“Reglamento de Concursos para la Designación de Profesores de la UNR”
aprobado por Ordenanza 525, con el artículo 51 de la Ley de Educación Superior
n° 24.521 y con el artículo 11 del Convenio Colectivo de Docentes de las
Universidades Nacionales, homologado por el decreto 1246/2015.

8°) El artículo 51 de la ley 24.521 establece que “el ingreso a la
carrera académica universitaria se hará mediante concurso público y abierto de
antecedentes y oposición, debiéndose asegurar la constitución de jurados
integrados por profesores por concurso, o excepcionalmente por personas de
idoneidad indiscutible, aunque no reúnan esa condición, que garanticen la

En sentido concordante, elmayor imparcialidad y el máximo rigor académico”. 
artículo 11 del convenio colectivo citado precisa que “[e]l acceso a la carrera
docente será por concurso público y abierto de antecedentes y oposición con
jurados integrados por pares ordinarios o regulares de las Instituciones
Nacionales Universitarias de categoría no inferior al cargo concursado, o
excepcionalmente por personas de idoneidad indiscutible que no reúnan esa
condición, que garanticen la mayor imparcialidad y el máximo nivel académico”
.

Por su parte, el artículo 16 de la ordenanza impugnada por el
apelante establece que “las comisiones asesoras estarán integradas por tres (3)
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profesores o personas versadas en la materia, de reconocida trayectoria en la
misma, con recomendación de que por lo menos uno de ellos sea docente. El

 Decano de la Facultad respectiva formulará la propuesta, facultad que tendrá
igualmente cada uno de los integrantes del Consejo Directivo. Un (1) graduado
que será designado de acuerdo con las pautas que establezca cada Facultad y
un (1) estudiante designado por el respectivo Centro de Estudiantes, que deberá
tener más de la mitad de la carrera aprobada, incluyendo la unidad pedagógica
concursada o equivalente de la misma”.

9°) El artículo 51 de la ley 24.521, cuya constitucionalidad no se
encuentra discutida en esta causa, fija como regla que los jurados de los
concursos deben ser “ ”. Y luego establece comoprofesores por concurso
excepción la posibilidad de que sean personas que no son profesores por
concurso siempre que cuenten con “ ”, de forma idoneidad indiscutible tal que se
garantice “la mayor imparcialidad y el máximo rigor académico”. El artículo 11
del convenio colectivo del sector sigue la misma línea: la regla jurídica es que
los jurados que participan de los concursos docentes deben ser “pares ordinarios
o regulares de las Instituciones Nacionales Universitarias de categoría no
inferior al cargo concursado” y solo en forma excepcional admite que puedan
ser integrados por quienes no son “pares”, siempre que posean “idoneidad
indiscutible”.

Por su lado, el artículo 16 del reglamento de la UNR fija como
regla aplicable a todos los concursos docentes desarrollados en el ámbito de
dicha universidad que las comisiones asesoras se integrarán por “tres profesores

”, “ ” y “ ”. Eso personas versadas en la materia un graduado un estudiante
importante remarcar que el alumno y el graduado designados en los términos del
citado artículo de la ordenanza cumplen las mismas funciones que los docentes.
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La norma reglamentaria no hace distinciones respecto del rol que les cabe dentro
de la comisión asesora. Tal como lo sostiene la propia demandada en la
contestación del recurso extraordinario, se encuentran sujetos a la misma causal
de recusación y excusación, y pesa sobre ellos la misma obligación
reglamentaria de elaborar y suscribir el dictamen final. En ese sentido, el artículo
35 del reglamento en cuestión dispone en forma terminante que: “la Comisión
Asesora elevará al Decano su dictamen final, que deberá ser explícito y fundado

”.y constará en un acta que firmarán todos sus integrantes

10) Lo expuesto precedentemente permite concluir que al
establecer que todos los jurados de concursos para cargos docentes estarán
integrados por al menos un alumno y un graduado no docente, el artículo 16 de
la ordenanza de la UNR cuestionada deja de lado la regla del jurado de pares
prevista en la ley y en el convenio colectivo, y convierte la excepción legal
(jurados integrados por no docentes) en la regla aplicable en el ámbito de esa
universidad.

Esta solución contraviene el texto del artículo 51 de la ley 24.521
con independencia de si los jurados no docentes cuentan o no con una 

. En definitiva, la invalidez de la norma reglamentaria“idoneidad indiscutible”
se produce porque generaliza la excepción, y no porque no garantice la
idoneidad de los jurados no docentes.

11) Al contestar el recurso directo del actor la UNR argumentó
que el artículo 51 de la ley 24.521 le dio discrecionalidad a su Consejo Superior
para diseñar la conformación del jurado docente y en especial para determinar si
la persona que no es profesor reúne el requisito de idoneidad indiscutible
exigido por el legislador. Sostiene, en ese sentido, que la norma legal no exige
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que esté integrado “exclusivamente” por profesores por concurso y que tampoco
prohíbe que participen alumnos y/o graduados.

Ahora bien, aun cuando fuera cierto que la norma legal no
establece en forma expresa la exigencia de que el jurado se integre solo con
docentes, de allí no se sigue que la UNR pueda establecer como regla que los
jurados deban integrarse siempre con alumnos y graduados. Esa solución
reglamentaria se contrapone con la letra expresa del artículo 51 de la ley y del
artículo 11 del convenio colectivo, que solo admiten como excepción que los
jurados se integren con personas que no sean docentes.

Esto no impide, claro está, que la universidad otorgue algún tipo de
intervención a los claustros de alumnos y graduados en el marco del concurso
docente. Tal como lo explicitó la Corte en los citados precedentes “Mocchiutti”
y “Ministerio de Educación” respecto de la participación de los alumnos, no se
descarta la posibilidad de que, como destinatarios de la enseñanza, puedan
informar sobre las calidades pedagógicas del profesor que ha de concursar.

12) Tampoco puede admitirse el argumento de la demandada
fundado en el principio de autonomía universitaria consagrado en el artículo 75,
inciso 19, de la Constitución Nacional.

Ciertamente esa norma constituye un límite a la facultad
reguladora del Estado Nacional respecto de las universidades nacionales. Pero,
como lo ha expresado esta Corte, la autonomía no desvincula a las universidades
de la potestad del Congreso para "sancionar leyes de organización y de base de

". En tal sentido, cabe recordar que por amplia que sea la autonomíala educación
consagrada por la reforma constitucional, esta no deja de estar engarzada en el
ordenamiento jurídico en general, sin que pueda sostenerse que la autonomía
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universitaria es por sí misma un poder en sentido institucional (“Estado
Nacional”, Fallos: 322:842, considerando 18, afirmación reiterada en “Biasizo”, 
Fallos: 340:983, “Rocca”, Fallos: 344:2591, entre otros).

Con tal comprensión, si bien las universidades son autónomas para
establecer las normas y procedimientos que estimen convenientes para elegir a
sus docentes, tienen que respetar los principios organizativos de la educación
superior delineados por el legislador. Entre ellos que los jurados encargados de
evaluar los méritos y aptitudes de los postulantes a ingresar al cuerpo docente
estén integrados como regla por docentes o pares, de modo tal que posean la
mayor imparcialidad y el máximo rigor académico, en tanto así lo exige el
artículo 51 de la ley 24.521 (doctrina de la causa “Ministerio de Educación” ya, 
citada).

13) En tales condiciones, el artículo 16 de la Ordenanza 525 de la
UNR se revela incompatible con los principios de organización de la educación
superior fijados por la Ley de Educación Superior y, por ese motivo, debe ser
declarado ilegítimo.

Por ello, oída la señora Procuradora Fiscal, se declara procedente el
recurso extraordinario y se revoca la sentencia apelada de conformidad con el
alcance que surge de este precedente. Con costas. Vuelvan los autos al tribunal
de origen a fin de que, por quien corresponda, se dicte un nuevo
pronunciamiento con arreglo al presente.

Notifíquese y, oportunamente, remítase.
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Recurso extraordinario interpuesto por  , con el patrocinioGabriel Ignacio Aranalde, la parte actora
letrado del Dr. Martín Edgardo Scocco.

Traslado contestado por la  representada por el Universidad Nacional de Rosario, parte demandada,
Dr. Ramiro Torres. 

Tribunal de origen: Cámara Federal de Apelaciones de Rosario, Sala B.
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